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La presente sistematización de información fue realizada por la Secretaría de la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos, por lo que es responsabilidad exclusiva de la misma. La información se basa en lo declarado en 
resoluciones emitidas por esta Corte. Por tanto, en los expedientes puede haber información aportada por las 
partes que aún no haya sido evaluada por el Tribunal. 

 

Caso “Instituto de Reeducación del Menor” Vs. Paraguay: reparaciones pendientes 
de cumplimiento 

 
1. Realizar, en consulta con la sociedad civil, en el plazo de seis meses, un acto público de 

reconocimiento de responsabilidad internacional y de declaración que contenga la 
elaboración de una política de Estado de corto, mediano y largo plazo en materia de 
niños en conflicto con la ley que sea plenamente consistente con los compromisos 
internacionales del Paraguay.  Dicha política de Estado debe: 

 
a)  ser presentada por altas autoridades del Estado en un acto público en el que, 

además, se reconozca la responsabilidad internacional del Paraguay en las carencias 
de las condiciones de detención imperantes en el Instituto entre el 14 de agosto de 
1996 y 25 de julio de 2001; y 

 
b)  contemplar, entre otros aspectos, estrategias, acciones apropiadas y la asignación de 

los recursos que resulten indispensables para que los niños privados de libertad se 
encuentren separados de los adultos; para que los niños procesados estén separados 
de los condenados; así como para la creación de programas de educación, médicos y 
psicológicos integrales para todos los niños privados de libertad. 

 
2. Brindar tratamiento psicológico a todos los ex internos del Instituto entre el 14 de 

agosto de 1996 y el 25 de julio de 2001; tratamiento médico y/o psicológico a los ex 
internos heridos en los incendios, y tratamiento psicológico a los familiares de los 
internos fallecidos y heridos, en los términos de los párrafos 318 a 320 de la presente 
Sentencia. 

 
3. Brindar asistencia vocacional, así como un programa de educación especial destinado a 

los ex internos del Instituto entre el 14 de agosto de 1996 y el 25 de julio de 2001, en 
los términos del párrafo 321 de la presente Sentencia. 

 
4. Brindar a la señora María Teresa de Jesús Pérez, en el plazo de 15 días contado a partir 

de la notificación de esta Sentencia, un espacio para depositar el cadáver de su hijo, 
Mario del Pilar Álvarez Pérez, en un panteón cercano a la residencia de aquélla, en los 
términos del párrafo 322 de la presente Sentencia. 

 
5. Ocuparse particularmente de garantizar la vida, integridad y seguridad de las personas 

que rindieron declaración y de sus familias, y debe proveerles la protección necesaria 
frente a cualesquiera personas, tomando en cuenta las circunstancias de este caso, en 
los términos del párrafo 324 de la presente Sentencia. 

 
6. Pagar por concepto de costas y gastos a la Fundación Tekojojá la cantidad de US$ 

5.000,00 (cinco mil dólares de los Estados Unidos de América) o su equivalente en 
moneda nacional del Estado, y al Centro por la Justicia y el Derecho Internacional 
(CEJIL) la cantidad de US$ 12.500,00 (doce mil quinientos dólares de los Estados Unidos 
de América) o su equivalente en moneda nacional del Estado, en los términos del 
párrafo 330 de la presente Sentencia. 

 
Cumplimiento parcial: 



2 
 

La presente sistematización de información fue realizada por la Secretaría de la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos, por lo que es responsabilidad exclusiva de la misma. La información se basa en lo declarado en 
resoluciones emitidas por esta Corte. Por tanto, en los expedientes puede haber información aportada por las 
partes que aún no haya sido evaluada por el Tribunal. 

 

7. Pagar la cantidad total de US$ 953.000,00 (novecientos cincuenta y tres mil dólares de 
los Estados Unidos de América) o su equivalente en moneda nacional del Estado, por 
concepto de daño material, en los términos de los párrafos 288 a 294 de la presente 
Sentencia, distribuida de la siguiente manera: 

 
a) a los internos fallecidos Elvio Epifanio Acosta Ocampos, Marco Antonio Jiménez, 

Diego Walter Valdez, Sergio Daniel Vega Figueredo, Sergio David Poletti Domínguez, 
Mario del Pilar Álvarez Pérez, Juan Alcides Román Barrios, Antonio Damián Escobar 
Morinigo, Carlos Raúl de la Cruz, Benito Augusto Adorno, Richard Daniel Martínez y 
Héctor Ramón Vázquez, la cantidad de US$ 40.000,00 (cuarenta mil dólares de los 
Estados Unidos de América) o su equivalente en moneda nacional del Estado, en los 
términos de los párrafos 288, 289 y 294 de la presente Sentencia; 

 
b) a Juan Carlos Zarza Viveros, Miguel Ángel Coronel Ramírez, Sergio Vincent Navarro 

Moraez, Alberto David Martínez, Miguel Ángel Martínez, Raúl Esteban Portillo,  César 
Fidelino Ojeda Acevedo, Pedro Iván Peña, Ever Ramón Molinas Zárate, Arsenio Joel 
Barrios Báez y Francisco Ramón Adorno, la cantidad de US$ 15.000,00 (quince mil 
dólares de los Estados Unidos de América) o su equivalente en moneda nacional del 
Estado, en los términos de los párrafos 290, 291 y 294 de la presente Sentencia; 

 
c) a Alfredo Duarte Ramos, Abel Achar Acuña, Osvaldo Mora Espinola, Ismael Méndez 

Aranda y Hugo Antonio Vera Quintana, la cantidad de US$ 13.000,00 (trece mil 
dólares de los Estados Unidos de América) o su equivalente en moneda nacional del 
Estado, en los términos de los párrafos 290, 291 y 294 de la presente Sentencia; 

 
d) a Clemente Luis Escobar González, Juan Ramón Lugo y Carlos Román Feris Almirón, 

la cantidad de US$ 11.000,00 (once mil dólares de los Estados Unidos de América) o 
su equivalente en moneda nacional del Estado, en los términos de los párrafos 290, 
291 y 294  de la presente Sentencia; 

 
e) a Pablo Ayala Azola, Julio César García, José Amado Jara Fernández, Rolando 

Benítez, Antonio Delgado, Aristides Ramón Ortiz Bernal, Carlos Raúl Romero 
Giacomo, Claudio Coronel Quiroga, Demetrio Silguero, Eduardo Vera, Francisco Noé 
Andrada, Heriberto Zarate, Hugo Olmedo, Jorge Daniel Toledo, José Milciades Cañete 
Chamorro, Nelson Rodríguez, Osmar López Verón, Osvaldo Daniel Sosa, Pablo 
Emmanuel Rojas, Oscar Rafael Aquino Acuña, Sixto Gonzáles Franco, Cándido Ulises 
Zelaya Flores y Walter Javier Riveros Rojas, la cantidad de US$ 9.000,00 (nueve mil 
dólares de los Estados Unidos de América) o su equivalente en moneda nacional del 
Estado, en los términos de los párrafos 290, 291, 292 y 294 de la presente 
Sentencia; y 

 
f) a los familiares de los ex internos Francisco Ramón Adorno, Sergio David Poletti 

Domínguez y Mario del Pilar Álvarez Pérez, US$ 1.000,00 (mil dólares de los Estados 
Unidos de América) o su equivalente en moneda nacional del Estado, en los términos 
de los párrafos 293 y 294 de la presente Sentencia. 

 
8. Pagar la cantidad de US$ 2.706.000,00 (dos millones setecientos seis mil dólares de los 

Estados Unidos de América) o su equivalente en moneda nacional del Estado, por 
concepto de indemnización del daño inmaterial, en los términos de los párrafos 304 a 
309 de la presente Sentencia, distribuida de la siguiente manera:  
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a) a los internos fallecidos Elvio Epifanio Acosta Ocampos, Marco Antonio Jiménez, 

Diego Walter Valdez, Sergio Daniel Vega Figueredo, Sergio David Poletti Domínguez, 
Mario del Pilar Álvarez Pérez, Juan Alcides Román Barrios, Antonio Damián Escobar 
Morinigo y Carlos Raúl de la Cruz, la cantidad de US$ 65.000,00 (sesenta y cinco mil 
dólares de los Estados Unidos de América) o su equivalente en moneda nacional del 
Estado, en los términos de los párrafos 304 y 309 de la presente Sentencia; 

 
b) a los internos fallecidos Benito Augusto Adorno, Richard Daniel Martínez y Héctor 

Ramón Vázquez, la cantidad de US$ 50.000,00 (cincuenta mil dólares de los Estados 
Unidos de América) o su equivalente en moneda nacional del Estado, en los términos 
de los párrafos 304 y 309 de la presente Sentencia; 

 
c) a Juan Carlos Zarza Viveros, Miguel Ángel Coronel Ramírez, Sergio Vincent Navarro 

Moraez, Alberto David Martínez, Miguel Ángel Martínez, Raúl Esteban Portillo y César 
Fidelino Ojeda Acevedo, la cantidad de US$ 50.000,00 (cincuenta mil dólares de los 
Estados Unidos de América) o su equivalente en moneda nacional del Estado, en los 
términos de los párrafos 305 y 309 de la presente Sentencia; 

 
d) a Pedro Iván Peña, Ever Ramón Molinas Zárate, Arsenio Joel Barrios Báez y Francisco 

Ramón Adorno, la cantidad de US$ 45.000,00 (cuarenta y cinco mil dólares de los 
Estados Unidos de América) o su equivalente en moneda nacional del Estado, en los 
términos de los párrafos 305 y 309 de la presente Sentencia;  

 
e) a Alfredo Duarte Ramos, Abel Achar Acuña, Osvaldo Mora Espinola, Ismael Méndez 

Aranda y Hugo Antonio Vera Quintana, la cantidad de US$ 40.000,00 (cuarenta mil 
dólares de los Estados Unidos de América) o su equivalente en moneda nacional del 
Estado, en los términos de los párrafos 305 y 309 de la presente Sentencia; 

 
f) a Clemente Luis Escobar González, Juan Ramón Lugo y Carlos Román Feris Almirón, 

la cantidad de US$ 30.000,00 (treinta mil dólares de los Estados Unidos de América) 
o su equivalente en moneda nacional del Estado, en los términos de los párrafos 305 
y 309 de la presente Sentencia; 

 
g) a Pablo Ayala Azola, Julio César García, José Amado Jara Fernández, Rolando 

Benítez, Antonio Delgado, Aristides Ramón Ortiz Bernal, Carlos Raúl Romero 
Giacomo, Claudio Coronel Quiroga, Demetrio Silguero, Eduardo Vera, Francisco Noé 
Andrada, Heriberto Zarate, Hugo Olmedo, Jorge Daniel Toledo, José Milciades Cañete 
Chamorro, Nelson Rodríguez, Osmar López Verón, Osvaldo Daniel Sosa, Pablo 
Emmanuel Rojas, Oscar Rafael Aquino Acuña, Sixto Gonzáles Franco, Cándido Ulises 
Zelaya Flores y Walter Javier Riveros Rojas, la cantidad de US$ 22,000.00 (veintidós 
mil dólares de los Estados Unidos de América) o su equivalente en moneda nacional 
del Estado, en los términos de los párrafos 305, 306 y 309  de la presente 
Sentencia;  

 
h) a los familiares identificados de los internos fallecidos, la cantidad de US $ 25,000.00 

(veinticinco mil dólares de los Estados Unidos de América) o su equivalente en 
moneda nacional del Estado para cada uno de los padres, en los términos de los 
párrafos 307 y 309; e 
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i) a los familiares identificados de los ex internos heridos en los incendios, la cantidad 
de US $ 15,000.00 (quince mil dólares de los Estados Unidos de América) o su 
equivalente en moneda nacional del Estado para cada uno de ellos, en los términos 
de los párrafos 307 y 309 de la presente Sentencia. 

 

En los Considerandos 44 a 46 de la resolución de la Corte de 19 de noviembre de 2009 se 
explica lo que continúa pendiente de cumplimiento respecto a las medidas de reparación 
identificadas con los numerales 7 y 8 en el presente documento: 

44. Que la Corte toma nota de la lista de las cantidades canceladas y los beneficiarios que 
las recibieron, presentada por el Estado en la audiencia de supervisión de cumplimiento.  
45. Que el Tribunal observa que el Estado se encuentra dando cumplimiento a esta 
medida de reparación por medio de la cancelación parcial de las indemnizaciones. Sin 
embargo, dichos pagos se efectuaron fuera del plazo establecido en la Sentencia, y en 
consecuencia, el Estado adeuda los intereses moratorios correspondientes desde el mes de 
septiembre de 2005, fecha en que venció el plazo para el cumplimiento de esta obligación, 
en los términos del párrafo 338 de la Sentencia .  
46. Que, asimismo, entre las partes persiste una discrepancia en la forma en cómo deben 
ser cancelados los montos correspondientes a las indemnizaciones ordenadas en la 
Sentencia. Al respecto, la Corte advierte que independientemente del mecanismo por 
medio del cual se realicen los desembolsos, el Estado debe asegurar que el mismo no 
implique erogación alguna para las víctimas o sus familiares.   
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